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Aridez y nuevo servicio forestal
Se debe poner especial atención 
en la razonable, pero hace 
años postergada propuesta 
de transformar a la Conaf en 
un Servicio Nacional Forestal 
de carácter público. Es justo 
reconocer que el actual Gobierno 
la sacó de ese letargo -bastante 
conveniente para algunos grupos 
de interés- y es de esperar que 
este año por fin se concrete este 
nuevo organismo que busca dotar 
al país de una institucionalidad 
moderna, que genere un equilibrio 
entre la conservación y el fomento 
productivo.

L
a desertificación es un problema que afecta a 
países alrededor de todo el mundo. En términos 
globales se estima que ya afecta al 40% de la 
superficie del planeta, mientras que en América 
Latina y el Caribe al menos 300 millones de hec-

táreas se encuentran desertificadas, cifra que crece cada 
año. En Chile se estima que de los 75 millones de hectáreas 
de superficie del país, casi 50 millones de hectáreas se 
encuentran con algún grado de degradación, erosión, 
desertificadas o en riesgo de estarlo, es decir, dos tercios 
del territorio nacional.

En nuestro país, el avance de la desertificación está 
vinculada principalmente con algunas prácticas deno-
minadas genéricamente “cambio de uso de suelo” y que 
pueden resultar muy nocivas, tales como la expansión 
urbana, la ampliación de la frontera agrícola, la corta 
de bosque nativo en pendiente, en cabeceras de cuenca 
o para habilitar cultivos agrícolas o forestales, también 
conocida como labores de “despeje” o limpia, es decir, la 
histórica sustitución de bosque nativo por plantaciones 
forestales exóticas, además de los efectos de los incendios 
forestales. 

Así, la lucha contra la deforestación y la desertificación 
debieran constituir una piedra angular de la estrategia de 
Chile para enfrentar el cambio climático. 

Para ello es necesario fortalecer las instituciones que 
desde el Estado tienen la responsabilidad de velar por la 
protección y conservación de nuestro patrimonio natural, 
particularmente los bosques. 

En ese contexto, se debe poner especial atención en 
la razonable, pero hace años postergada propuesta de 

transformar a la Conaf en un Servicio Nacional Forestal de 
carácter público. Es justo reconocer que el actual Gobierno 
la sacó de ese letargo -bastante conveniente para algunos 
grupos de interés- y es de esperar que este año por fin se 
concrete este nuevo organismo que busca dotar al país de 
una institucionalidad moderna, que genere un equilibrio 
entre la conservación y el fomento productivo.

Es indispensable entender la importancia que tienen 
los bosques nativos en frenar la desertificación, y en la 
protección de cursos de agua y de los suelos. La ley de 
Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal (N° 
20.283), en su artículo 17 establece la necesidad de contar 
con medidas exigentes de protección. Sin embargo, tras 
15 años de vigencia, lo que se ha visto es todo lo contrario, 
pues se le ha bajado el perfil a esta exigencia mediante 
normas transitorias, con lo que muy poco se ha ayudado 
al control de la desertificación. 

El permanente menoscabo a nuestro patrimonio natural 
y las blandas regulaciones en nada ayudan al país, pues 
no permiten que las instituciones encargadas por ley 
del resguardo de los bosques cumplan su función; por el 
contrario, desde el aparato público más bien se favorece 
el desarrollo de “proyectos productivos” que amenazan 
nuestros bosques, aguas y suelos.

Es necesario apoyar la creación de instituciones públi-
cas en las que el fomento productivo, la conservación del 
patrimonio natural y la fiscalización estén en distintos 
servicios. No es razonable que sea una misma entidad 
la responsable de, por una parte, promover plantaciones 
exóticas, por otra, conservar el bosque nativo y que, junto 
con ello, deba fiscalizar este mismo ámbito.

El problema no es el agua
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E
l Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo 
(PNUD) en su último Informe 
de Desarrollo Humano Chile 
2024 se pregunta ¿Por qué nos 

cuesta cambiar? ¿Por qué se entrampan 
cambios demandados largamente por la 
ciudadanía y cuya necesidad es avalada 
por el conocimiento experto? 

Las respuestas dejan al descubierto 
que una de las principales causas 
está vinculada con “las insuficientes 
capacidades de la sociedad chilena 
para conducir cambios políticos, eco-
nómicos y sociales”, esto derivado de 
la desconexión entre las élites políticas 
y económicas con la comunidad y lo 
fundamenta en que “han incumplido 
sostenidamente importantes promesas 
de cambio realizadas en el pasado” y 
“priorizar sus intereses electorales y 
económicos en desmedro del bienestar 
de la población, desconociendo las 
necesidades de las personas, la falta 
de voluntad para construir acuerdos 
que beneficien al país y de bloquear 
cualquier iniciativa de cambio que 
provenga de la coalición opuesta, sin 
considerar el bien común”.

Al leer el texto, vemos que la actual 
situación hídrica es un buen ejemplo de 

aquello, cuando sabemos que estamos 
transitando a una compleja etapa de 
escasez estructural con una demanda 
creciente presionada por la actividad 
productiva, como consecuencia del cre-
cimiento económico y poblacional. 

También está claro que tenemos una 
institucionalidad hídrica rígida, lenta y 
centralizada que carece de información 
suficiente y oportuna para la toma de 
decisiones y que no responde a los 
requerimientos del actual contexto 
climático, tecnológico y social, lo que ha 
impedido la existencia de una política 
pública legitimada que sea sostenible 
en el tiempo. Asimismo, carecemos 
de organizaciones de cuencas, que 
es donde están los problemas y las 
soluciones. 

Mientras tanto, cada usuario o grupo 
de usuarios desarrollan sus procesos 
de cambios, afectando en algunas 
ocasiones las operaciones de otros o la 
calidad de vida de las comunidades o 
de los ecosistemas, creando conflictos 
que pueden ser evitables. 

Todo lo anterior era conocido: la 
ciencia, la academia y los organismos 
internacionales como  la OCDE, Banco 
Mundial, la CEPAL, BID y otros organis-

mos de carácter nacional lo señalaron 
en informes emitidos entre 2010 y 2020. 
Ninguno de estos diagnósticos con sus 
propuestas de soluciones se ha podido 
implementar aun cuando existe un alto 
nivel de acuerdo. 

Por otra parte, en la misma década, 
se realizaron decenas de mesas del agua 
en todo el país, donde también existían 
consensos locales en los grandes temas 
y en cómo resolverlos, sin embargo, a la 
fecha no existe una propuesta de hoja 
de ruta para enfrentar el futuro hídrico 
y un plan de inversiones a realizar al 
largo plazo.

Si bien existen acuerdos en los 
grandes temas en torno al agua y en la 
urgencia en concretarlos, no podemos 
desconocer que existen disensos cuando 
esas medidas se abordan en detalle. 
Pero tampoco se trata eliminar las 
diferencias, lo importante es trabajar 
una mirada común que nos permita 
encontrar un espacio donde podamos 
desarrollar colaborativamente los dis-
tintos intereses involucrados, en forma 
coordinada y en busca del bien común. 
Mientras tanto, seguimos entrampados 
sin avanzar en forma significativa para 
adaptarnos a nuestro incierto y complejo 
futuro hídrico. 

@AlfonsoHenriq20. El tema 
es simple: ninguna institución 
va pagar tanto a alguien que no 
tiene proyectos, ni publicaciones 
y que apenas hace docencia. No 
tiene sentido. Es un sueldo muy 
por sobre el mercado, a alguien 
que no tiene ninguna credencial 
relevante. Tenemos derecho a 
sospechar.

@jschaulsohn. Más allá de 
la polémica sobre el sueldo 
de Cubillos la universidad San 
Sebastián no recibe fondos 
públicos. No está adscrita a la 
gratuidad. El CAE es un crédito 
que se le otorga al estudiante 
que es libre de escoger su 
universidad.

@ConySchon. Cada mes, 
Marcela Cubillos recibía un 
equivalente al arancel mensual 
de 40 estudiantes que se 
endeudan por estudiar. Ante 
eso, sus explicaciones son 
completamente insuficientes.

Zaida Toledo. El uso de redes 
sociales debería ser regulado, en 
todos los servicios públicos.
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